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Hemos querido dedicar la presente edición de Ecuador Debate, a un tema que 

súbitmnente ha llmnado el interés de nuestms ciencias sociales, quizás porque resul­
ta inocultable en la realidad y porque clama una mejor intelección -al menos-, por 

parte de la sociedad entera. La importancia en aumento de la violencia en las 
ciudades latinoamcricm1as, privilegió siempre una mirada entre asombrada y con­
servadora, que muchas veces se unía a la más fría de la represión, justificando los 
excesos de una respuesta violenta a la violencia, que la asumía como una patología 
ajena e invasora, que nada tenía que ver con nosotros. 

En realidad, lo que quieren gran parte de los artículos que hoy presentrunos, es 
hacemos pasar del estupor ante las violencias que sufrimos o ejercemos, y mostrar­
nos que ellas están vergonzosamente juntas con la falta de predicción, lógica y 
hasta estétic.:'l con que hemos dejado crecer nuestras ciudades estrepitosas: este es 
por ejemplo el intento de Femm1do Carrión. O como, la violencia deja de ser un 
problema coyuntural y se convierte en uno estructural, perversmnente adherido a la 
caída de los salarios, al desempleo, al empobrecimiento veloz, al abandono de Jo 
social por lo privado, cuestión abordada por Milton Maya. Violencias que, observa­
das por Javier Ponce, se han convertido de tumultos repugnmlles, en presas jugosas 
para los c.:'llmles de televisión, que con impudicia las exhiben, sin contar que tras el 
violentador hay un hombre o una Mujer más bien víctimas de las exclusiones sin 
fin de este mundo; violencias y TV, ejercicio cruel de una pedagogía social que se 

uf ruta con reproducir esas mismas exclusiones. 

Pero ... y qué de las respuestas y ensayos de sofocación de la violencia que se 
conciben en las políticas de Estado? Alvaro Camacho desentraña los discursos y 
prácticas antiviolcntas ideadas por el Estado colombiano que, hace de la violencia 
parte del repertorio de políticos y empresarios rcclmuando mayores garantías ante 
la agresividad latente de los pobres, mientras ese mismo Estado abdica de su papel 
de corrector de las inequidades y árbitro de conflictos. Con el trabajo de Luis 
Antonio Machado, se descubre que la violencia urbmm en Brasil. ha logrado niveles 
imprevistos de sofisticación y eficacia porque disputa al Estado su monopolio en el 
uso de la violencia, hasta el punto de lograr niveles de organización que compiten 
con la policía por la hegemonía y el control de grandes áreas del crimen orgmúzado 



y el tráfico de drogas. Por último Adrián Bonilla, analiza las diferencias de concep­
ción entre las doctrinas de seguridad nacional que rigen en los países del norte, y 
Ecuador: diferencias en la percepción del orden mundial, las relaciones entre Esta­
do, paradigma de nación y sociedad, la creación y postulación de valores identifica­
torios y diferencias en el cómo, éstas doctrinas cicmm o abren resquicios para 
relacionar la idea de seguridad con intereses altcmos de las organizaciones de la 
sociedad civil. 

En Debate Agrario, Joan Martínez Alier y Jeannette Sánchez nos traen un muy 
rico análisis de cómo la economía ecológica observa a la economía de mercado: 
ésta se encuentra inmersa en un sistema físico - químico - biológico, mucho más 
amplio. Por tanto, surge necesariamente la cuestión del valor de los recursos natura­
les y los servicios ambientales para la economía, intraducibles a valores moneta­
rios. En la misma sección David Kaimowitz trata lo insostenible del patrón actual 
de desarrollo en América Latina por estar asociado con el uso y degradación de los 
recursos naturales renovables y no renovables, más rápido que lo que estos pueden 
ser producidos o sustituidos. 

En nuestra sección de Análisis presentamos un artículo de Roberto Santana en 
el que interpreta a Chile y Nicaragua, enfrentadas al desafío del desarrollo y más 
ampliamente al desafío de la modemización del conjunto de sus estmcturas so­
cioeconómicas. A este artículo se suma uno de Fredy Rivera quien dcsentraüa los 
diversos mecanismos comunicativos así como la puesta en escena de múltiples 
ámbitos discursivos en las campaüas electorales, apelando y hasta secuestrando la 
sensibilidad de la opinión pública. 

Cabe relievar en nuestra sección de Coyuntura el tratmnicnto de lo que ya se 
está denominm1do como "la crisis del siglo XXI" inaugurada en México. Destaca­
mos también un ponnenorizado análisis de los imaginarios que sobre el territorio y 
el concepto de nación se han tejido a lo largo de la conflictiva historia de nuestro 
país en sus relaciones y e1úrentmnientos annados con el Pení. Inauguramos con 
este número una nueva sección de Coyuntura que abordará en cada entrega un 
análisis de la conflictividad social suscitada en el país a lo largo del período. 

JUAN CARLOS RIBADENEIRA 
EDITOR 



Seguridad para la gente, o seguridad para el Estado? 
Alvaro Camacho Guizado <-J 

El tema de la seguridad ciudadana suscita profundas controversias. Forma parte 
del repertorio ideológico favorito de políticos típicamente conservadores, tema de 
las clases propietarias que reclaman mayor protección de la fuerza pública y de 
ciudadanos asustados que claman por una mano dura que les proteja en sus vidas 
y bienes; espacio de construcción social de clases peligrosas y elementos 
amenazantes e indeseables para el buen rostro de una sociedad. De otra parte, 
miradas alternativas que reconocen no sólo las situaciones objetivas de mala 
distribución de los recursos y la riqueza, las dificultades de acceso a bienes y 
servicios por parte de vastos sectores sociales, sino la abdicación del Estado en su 
papel de corrector de las inequidades, de árbitro superior de conflictos y garante 
de transformaciones sociales en un clima de paz. 

EL PROBLEMA CENTRAL DE UNA 
POLITICA DE SEGURIDAD CIU· 
DAD ANA 

E
s claro, por lo demás, que la 

seguridad ciudadana, más 

allá de su carácter de tema 
ideologizado, es ante todo un derecho al 
que le corresponde un deber. Junto con 
la defensa de las amenazas extemas y 
las garantías de mante1úmiento de la paz 
y orden, la seguridad material constitu­
ye uno de los pilares sobre los cuales se 

asientan las relaciones entre los gober­
nantes y los gobemados. Forma parte, 
por lo mismo, del repertorio de obliga­
ciones de los gobiemos con sus asocia­
dos, y de éstos con aquéllos, y es a la 

vez una de las fuentes prioritarias de la 

legitimidad requerida por un sistema po­

lítico que pretenda concitar la aquies­
cencia necesaria para su desempeño. 

La noción de seguridad vista así su­
pera la estrecha concepción de la pro­
tección contra las clases peligrosas, y 
tendría que volcarse a la estructura de 
las relaciones sociales tanto en el ámbi-

(*) Investigador del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Nacional de Colombia. Consejero de Seguridad del Alcalde de Bogotá. 
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to privado como en el público y el esta­
tal. Vendría a ser, como lo expresa Ba­
rrington Moore, la contribución que se 
espera del gobernante, y que se concre­
ta en la seguridad contra la depredación 
foránea o interna, contra las amenazas 
sobrenaturales, naturales y humanas a 
la provisión de alimentos y otros sopor­
tes materiales de la vida diaria 1• 

Incluye así mismo las garantías de 
que sean realizables las expectativas de 
bienestar que el mismo sistema promete 
a sus asociados como parte de sus de­
mandas de adhesión. Y también exige a 
los asociados el cumplimiento de sus 
obligaciones con un orden en el que la 
justicia y equidad de los beneficios pro­
metidos, el pago de impuestos, el res­
peto a disposiciones que tienden a ex­
tender derechos a la mayoría de la po­
blación, la obediencia a la normatividad 
democráticamente ganada, el acatamien­
to del monopolio estatal sobre la justi­
cia, la fuerza y la fiscalidad, son debe­
res sociales que se corresponden con las 
exigencias elevadas al Estado y al or­
den social en su conjunto. 

Paralelamente con lo anterior está la 
frecuente dicotomía entre las responsa­
bilidades del Estado consigo mismo, 
como supuesta expresión de una volun­
tad colectiva, y la protección de los ciu­
dadanos que depositan en él la autori­
dad para su seguridad. Si bien es obli­
gación del Estado la protección del te­
rritorio y la soberanía nacional, también 

lo es que tal responsabilidad no puede 
suplantar la exigencia de protección de 
la reproducción de la vida colectiva de 
los ciudadanos. Los extremos de esta di­
cotomía pueden conducir, si no hay un 

claro balance, a ideologías absolutistas 
o extremo-liberales. El tema, pues, in­
cluye fuertes cargas emocionales, y su 
examen por tanto no está exento de li­
neamientos ideológicos. 

Este tipo de debates ha sido lamen­
tablemente precario en el acaecer políti­
co colombiano. A título de constatación, 
el presidente Gaviria fue el primero que 
buscó plantearse el tema de una manera 
explícita. Por ello, en este artículo pre­
tendo hacer una somera revisión de los 
principales documentos en los que el go­
bierno aludido planteó sus políticas de 
seguridad. Como tesis central sostendré 
que si bien el intento es valioso, se en­
cuentra a medio camino entre la pre­
ocupación central de garantizar la segu­
ridad del Estado y la de propiciar la co­
rrespondiente a los ciudadanos. Espero 
mostrar que este medio camino, y sus 
correspondientes carencias y contradic­
ciones, se suscitan principalmente a par­
tir del establecimiento de una ecuación 
entre Estado y sociedad, que en el con­
texto de un clima de violencia polimór­
fica, la seguridad del Estado ha venido 
ocupando un lugar prioritruio, y que solo 
como subproducto de la misma se con­
frontrul, con grru1des vacíos, los temas 
de la seguridad de los ciudadru10s. 

1 . Barrington Moore, Jr., Injustlce. The Social Bases of Obedleuce aud Revolt., White Plains, New 
York, M. E. Sharpe, 1978, pp. 
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EL ITINERARIO DE LAS POLITICAS 

El problema de la seguridad del Es­
tado, o seguridad nacional en Colom­
bia, aunque no ha sido suficientemente 
estudiado, sí ha recibido alguna aten­
ción. Los varios analistas han coincidi­
do en que ha sido justamente el gobier­
no actual el que más énfasis ha puesto 
en elaborar un cuerpo de doctrina y un 
conjunto de medidas destinadas a confi­
gurar una política que escape de los li­
neamientos militares tradicionales y 
ponga más acento en la capacidad glo­
bal del Estado para confrontar las múl­
tiples amenazas a su estabilidad 1. 

Sin embargo, como se deduce de la 
lectura de la documentación, la preocu­
pación central de tal política se concreta 
en un conjunto de medidas para defen­
der a ciudadanos "de bien" de las ame­
nazas planteadas por la existencia de cla­
ses peligrosas. 

Tales amenazas se localizan en la 
presencia de formas variadas de delin­
cuencia que incluyen tanto la rebeldía 
política como la delincuencia común. De 
esta manera el tema de seguridad se tra­
duce en una preocupación sistemática 
por su c.omponente delincuencial, con 
lo que ello significa en términos de for­
talecimiento de los cuerpos armados del 
Estado. 

En lo que sigue se examinará con al­
gún detalle el desarrollo de las políticas. 

La primera Estrategia contra la 
violencia 

En mayo de 1991 el gobierno co­
lombiano publicó masivamente su Es­
trategia Nacional contra la Violencia, 
destinada a organizar itmovación en el 
manejo del conflicto social y político 
imperante en el país. Allí el gobierno 
reconoció que en Colombia coexisten 
múltiples formas de violencia que se ex­
presan con diversas lógicas e intensida­
des, y que contribuyen a dificultar la 
realización de algunas de las obligacio­
nes ordinarias del Estado, como la pro­
visión de servicios públicos en vastas 
áreas de nuestra geografía y la tarea es­
pecífica de afianzar la democracia y acli­
matar definitivamente la paz en el terri­
torio nacional. En concreto el gobierno 
.lo resaltó cómo: 

"La amplia gama de violencias pre­
sente en el país incluye la violencia po­
lftíca producida por las organizaciones 
guerrilleras en acciones contra el Esta­
do y la población civil,· la violencia li­
gada a conflictos de naturaleza social; 
la violencia e intimidación contra gru­
pos o personas en razón a su pertenen­
cia a determinadas corrientes políticas 

2 . Entre los trabajos más recientes merecen destacarse el de Francisco Lean Buitrago, "Surgimiento, 
auge y crisis de la doctrina de seguridad nacional en América Latina y Colombia:, en AnáiL�Is Político, 
N" 15, enero a abril de 1992; Eduardo Piz.arro, "La reforma de las FF. AA. en un contexto de negociación 
de paz", inédito. Ver también Alvaro Camacho y María Enma Wills Obregón, "Cesar Gaviria con el sol 
a las espaldas: "nubes en el futuro incierto", Análisis Político, N" 15, enero a abril de 1992; Alejandro 
Reyes Posada, "La coyuntura de las guerras y la nueva estrategia de seguridad", Análl�ls Político, N" 
\8, enero a abril de t993. 
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ejercida por grupos de justicia privada 
o llamados paramilitares,· la de carác­
ter sociocultural ejercida contra mino­
r{as étnicas,· la delincuencia común y 
formas de criminalidad individual y di­
fusa: la delincuencia organizada y el 
sicariato, que cobija la violencia perpe­
trada por las redes criminales propul­
soras del narcoterrorismo y la violen­
cia propia del negocio del narcotráfico, 
la cual es ejercida para efectos de inti­
midar a /ajusticia, el Estado y la socie­
dad, eliminar rivales, dirimir asuntos re­
lativos a los dividendos del negocio, 
apuntalar actividades delictivas y ejer­
cer hegemontas territoriales y, final­
mente, la violencia relacionada con la 
violación de los Derechos Humanos por 
parte de miembros de organismos del 
Estado que por decisión individual, en 
casos foca/izados y en contra de las nor­
mas institucionales vigentes, se extrali­
mitan en el ejercicio de la guarda del 
orden público" 3• 
A semejante diagnóstico correspondie­
ron cinco grandes políticas: 

"La primera ... está dirigida a for­
talecer la iniciativa de las autoridades 
del nivel regional y local -gobernado­
res, intendentes, comisarios, alcaldes-, 
y a reforzar la coordinación interinsti­
tucional a través de los Consejos Sec­
ciona/es de Seguridad, los cuales deben 
elaborar planes regionales de seguri­
dad, de acuerdo con las caractertsticas 
de la violencia que predominen en cada 
jurisdicción y hacer el seguimiento res­
pectivo. Dentro de un contexto de de-

mocracia participativa, se busca abrir 
nuevos espacios para que las organiza­
ciones ctvicas, y la comunidad en gene­
ral, contribuyan en el desarrollo de es­
tos planes y en la programación y pues­
ta en práctica de la rehabilitación eco­
nómica y social en sus respectivas re­
giones. 

En el marco de un proceso integral 
dirigido a reducir los niveles de violen­
cia que hoy tenemos, la segunda po/{ti­
ca busca solucionar el problema de la 
impunidad, para lo cual se requiere for­
talecer o modernizar la Justicia, su ad­
ministración, promover el sometimiento 
a la ley e impulsar los nuevos procedi­
mientos institucionales -no judiciales­
para dirimir querellas entre ciudada­
nos. En tercer lugar, se exponen los 
principios y criterios que orientan la 
poUtica de paz y los procedimientos 
de negociación con la guerrilla que 
conduzcan a poner fin a su alzamiento 
armado. La cuarta poUtica contempla 
los planes y acciones concretos tendien­
tes al robu,stecimiento del Estado en su 
capacidad para afrontar con eficacia los 
diversos agentes de la violencia -gue­
rrilla, narcotráfico, delincuencia, terro­
rismo- y fenómenos delincuencia/es 
como el secuestro y la extorsión. Final­
mellte, se otorga una especial atención 
a las medidas especificas para la pro­
tección y promoción de los Derechos 
Humanos en el pa{s" (p.6). 

Las políticas se inspiraban en dos 
grandes consideraciones: de una parte, 
en la necesidad de robustecer el Estado 

3 . Presidencia de la República, Estrate111a Nacional Contra la VIolencia, Mayo de 1991, p. 8. 
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a través de la reducción de las amena­

zas contra su estabilidad; de otra, los 
parámetros ideológicos y políticos de­
sarrollados en tomo de la nueva Consti­
tución, cuya vigencia se inició en julio 
del mismo año y que hacían énfasis en 
postulados de democracia y participa­
ción. Lo primero se concretó en los prin­
cipios de justicia e investigación crimi­
nal, negociación con los grupos insur­
gentes y defensa de los Derechos Hu­
manos; lo segundo en el fortalecimiento 
del sentido de la civilización y el énfa­
sis en la participación ciudadana. 

La Directiva Presidencial N° 05 

En diciembre de 1991 se expidió la 
Directiva Presidencial N° 05, destinada 
a precisar las responsabilidades de las 
entidades del Estado en el desarrollo de 
la Estrategia Nacional, contra la Vio­
lencia. Dado que para la fecha de expe­
dición de esta Directiva ya estaba en 
vigencia la nueva Constitución, el do­
cumento se apoyó en sus preceptos para 
dar más énfasis a los componentes de 
participación y democratización. En ella 

el Ejecutivo resaltó las tareas concretas 
que deberían realizar las diferentes de­
pendencias del Estado. Es notorio como 
en esta Directiva se dieron plazos cortos 
y perentorios para que las diversas de­
pendencias del Estado formularan planes 
y programas concretos de acción en sus 
respectivas áreas. Se evidenciaba así una 

clara decisión política de hacer efectivas 
las polfticas trazadas en la Estrategia. 

El Plan Quinquenal para la Fuerza 
Pública 

Tanto la Estrategia como el Plan 
Quinquenal, de diciembre de 1991, como 
lo ha señalado Juan Tokatlian, compar­
tían ciertos supuestos que signaban su 
naturaleza: primero, la inexistencia de 
un referente externo significativo en tér­
minos de "amenaza" o "hipótesis de con­
flicto", segundo, una percepción positi­
va de la capacidad y eficiencia de la 
Policía; tercero, tm marcado acento en 
la eficacia de las instancias e instrumen­
tos para derrotar la violencia; cuatro, la 
valoración de lo civil en el manejo del 
orden público�. Tokatlian, sin embargo, 

4. Juan Gabriel Tokatlian, "La política gubernamental contra la violencia: ¿continuidad o cambio?, El 

Tiempo. Al hacer una rápida evaluación de la Estrategia, el autor señala, entre los avances, la labor de la 
Fiscalía, el establecimiento de algunos Consejos Regionales de Seguridad, al mejoramiento de las tareas 
de inteligencia, la continuidad y rigor del combate a los diversos eslabones del narcotráfico, la creación 
de brigada.� móviles, el aumento en la financiación de las FF.AA., y el aumento de la remuneración y la 
reestructuración de las áreas de salud y seguridad social de los miembros de la Fuerza Pública. Y entre 
los fiascos y equivocaciones estarían la falta de control de operativos militares que se traducen en 
deterioro de la situación de Jos derechos humanos, las dificultades en las relaciones internacionales 
especialmente luego de los dos intentos de golpe en Venezuela y las tablas en la delimitación d� 
fronteras con Costa Rica y Nicaragua, la nueva política de reducción de arsenales y de defensa de Jos 
derechos humanos del gobierno de Clinton, la transformación del principio de soberanía clásica y las 
nuevas olas de intervencionismo, la reaparición del narcoterrorismo, la exacerbación de Jos homicidios, 
el potenciamiento de la guerrilla y las dificultades de mantener los esfuerzos financieros respecto de Jos 
presupuestos militares. 
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encuentra serias diferencias entre los dos 
documentos. En primer lugar, "mientras 
la E.N.V. tiene como horizonte 'teóri­
co' la consecución de la paz mediante 
el diálogo -con ingredientes políticos 
y sociales- en la superación de la vio­
lencia (sin descuidar el robustecimiento 
de la capacidad operativa de las fuer­
zas armadas) el P.Q.F.P, se inserta, de 
manera tentativa, en la lógica de un con­
flicto armado prolongado en lo inter­
no" En segundo lugar, "mientras la 
E.N. V. define unos objetivos que impli­
can el fortalecimiento de la fuerza aé­
rea y de la armada nacional, el P.Q.F.P. 
se11ala la necesidad de reducir los con­
tingentes de estas fuerzas". Tercero, 
"mientras la E.N. V. denota un sesgo 
optimista en cuanto a la solución de 
las distintas problemáticas de violen­
cia, el P.Q.F.P. se inscribe en una óp­
tica pesimista en relación a ellas" 5• 

De esta evaluación, Tokatlian con­
cluye: 

Las condiciones internas y externas 
han cambiado notoriamente. La Admi­
nistración tiene una oportunidad irre-

petible: asf como avaló y propició la 
Asamblea Constituyente y la Constitu­
ción de 1991, puede hoy dise11ar una 
política de Estado de largo plazo -y 
no meramellte de gobierno y coyuntu­
ral- para hacer frente creativa y au­
dazmente a los desafíos de seguridad 
interna y externa del país y a los requi­
sitos de defensa democrática que tiene 
Colombia. Aunque parezca utópico o 
exagerado se necesita una estrategia co­
lombiana por la paz que cuente con un 
respaldo civil y militar y el concurso de 
la derecha, el centro y la izquierda le­
gales. En este terreno, el mandato del 
Presidente Gaviria todavía tiene el sol 
de frente y no a sus espaldas 6• 

LAS POLITICAS DE SEGURIDAD 
CIUDADANA 

La seguridad ciudadana en la Pri­
mera Estrategia 

A pesar de 'iue se trató, como es 
claro, de una estrategia destinada a con­
frontar prioritariamente las amenazas a 

5. Tokatlian sostiene que la Estrategia quedó, para los fines prácticos, en un olvido transitorio, y que, en 
cambio, en el Plan Quinquenal, el gobierno asumió una línea de mano dura. En su sentir, se han 
cometido errores, entre los cuales destaca el desconocimiento de la orientación del Estado social de 
derecho de la nueva Constitución, el que se violente la legitimidad constitucional al incorporar a la 
legislación ordinaria, los decretos de conmoción interior, el incremento de funciones a la Policía Nacional 
sin haber repensado sus problemas internos y operativos, la ausencia de un amplio debate ciudadano 
sobre los temas de la seguridad y la defensa, el excesivo optimismo sobre el papel del Plan nacional de 
Rehabilitación en el proceso de acercamiento Estado-Sociedad en el contexto de la paz y la seguridad, 
las deficiencias en los planes de erradicación de la impunidad y la corrupción y el predominio de una 
visión "cuantitativa" de la acumulación de poder militar y policivo, en detrimento de una perspectiva 
más política, la persistencia de las disputas burocráticas intra-fuerzas en la orientación presupuesta( en el 
seno de la Fuera Pública, y el retorno al esquema defensivo-correctivo respecto de los derechos humanos. 
Loe- ciL 
6. !bid. 

105 



la estabilidad del Estado y a restablecer 

y consolidar el orden público, algunos 
puntos hicieron referencia explícita a te­
mas de seguridad ciudadana. Entre ellos 
está el tratamiento a la juventud, al que 
se dedicó una sección especial, a partir 
de su vulnerabilidad como sector vícti­
ma y victimaria. Tal tratamiento se basa 
en el estímulo a espacios de diálogo, la 
ampliación del Código del Menor, la 
creación de centros de recepción, de ob­
servación y de reeducación; la orgmú­

zación de comisarías de familia; mayor 
capacitación de orgaiÚsmos judiciales en 
el tratamiento de asuntos de la juven­
tud, y programas de recreación, deporte 
y cultura. Otros campos de la seguridad 
ciudadana fueron la política de descon­
gestión de la justicia a través del forta­
lecinúento de las inspecciones de poli­

cía, el estímulo a prácticas de concilia­
ción y arbitramento y la creación de los 
Conciliadores en Equidad. En el terreno 
del control de la delincuencia, las políti­

cas principales consistían en 1) fortale­
cer la familia a través de la acción del 
InstitutoColombianoBienestarFamiliar, 
y en el fomento a programas de recrea­
ción fmniliar; 2) propiciar un replantea­

miento del sistema carcelario, para pro­
pender por una resocialización de los 
reclusos; 3) estudiar mecaiÚsmos para 
reducir el porte de armas, y 4) mayor 
servicio a la commúdad, en particular 
en lo que respeta a la gestión de la Poli­
cía Nacional. 

Finalmente, la política de defensa y 
protección de los Derechos Humm1os re­
cibió un fuerte apoyo, mediante los com­
promisos de combatir la impunidad, or-

gaiÚzar una política de prevención, fa­
cilitar la denuncia y seguimiento de ca­
sos, establecer procedimientos para 
afrontar los casos de desaparición, pres­
tar atención hummútaria a los desplaza­
dos por la violencia, elaborar un infor­

me anual sobre la situación de los Dere­
chos Humanos en el país, realizar cam­

pañas educativas y pernlitir a la Cruz 
Roja visitar los centros de detención. 

La Segunda Estrategia de Seguridad 

En mayo de 1993 el Presidente Ga­
viria anunció una nueva estrategia de 
seguridad, esta vez dirigida a la protec­
ción del ciudadano. Después de que se 
tomaron medidas como la refonna de la 
Policía nacional, la expedición de lapo­
lítica de control de tenencia y porte de 

annas y la creación de la Superinten­
dencia de Seguridad, entidad encargada 
de vigilar las agencias privadas que pres­
tan ese servicio, el gobierno dio a la 

luz, en octubre de 1993 su Seguridad 
para la Gente. Segunda Fase de la Es­
trategia Nacional Contra la Violencia. 
En este documento, profusamente anun­
ciado y publicado como separata en los 

principales diarios del país, el Gobierno 
plasmó las nuevas direcciones que de­

bería asumir una política de esta natura­
leza. 

El principio central que explícita­
mente inspira la nueva Estrategia se pos­
tula así: 

"Esta nueva fase de la Estrategia 
Nacional contra la Violencia se perfila 
a partir de los grandes propósitos que 
han orientado la acción del Gobierno 
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de garantizar el monopolio del uso de 
la fuerza, recuperar la capacidad de la 
justicia para combatir la impunidad y 
ampliar el cubrimiento institucional del 
Estado. De igual forma, mantiene el en­
foque general sobre el liderazgo civil, 
planeamiento integral, mayor interac­
ción entre ciudadan(a y autoridades y 
robustecimiento de /a justicia, la fuerza 
pública y la inteligencia. El respeto y 
promoción de los Derechos Humanos 
permanece como una de las orientacio­
nes centrales de los objetivos y medidas 
que se desarrollarán dentro de esta po­
Utica" 7• 

Y en efecto, el programa básico de 
la política consiste en que: 

"El Gobierno avanzará en una se­
gunda etapa de la Estrategia Nacional 
contra la Violencia, en la cual se esta­
blece una poUtica que busca trabajar 
por la seguridad ciudadana y la convi­
vencia pacífica. Esta poUtica se funda­
menta en la aplicación armónica de dos 
criterios: Primero, la consolidación de 
los esfuerzos de robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública; y segundo, 
la profundización en el enfoque preven­
tivo y de planeamiento de la seguridad 
con el liderazgo del Gobierno Nacio­
nal, los gobernadores y los alcaldes" 
(p. 23). 

A partir de estas intenciones las po­
líticas centrales de seguridad ciudadana 
se concretan en el robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública, un enfoque 

preventivo de la delincuencia, integrali­
dad de la planeación de la seguridad bajo 
la dirección de las autoridades civiles, 
énfasis en la participación ciudadana y 
respeto por los derechos humanos. 

En lo anterior se destaca un hecho 
central: la Segunda &trategia es sin duda 
una reiteración de los enunciados de la 
primera, y en consecuencia los temas 
específicos de la seguridad ciudadana 
quedan relegados a un plano secunda­
rio. En efecto, el cambio principal con­
siste en que lo que en la Primera Estra­
tegia es la cuarta política ("los planes y 
acciones concretos tendientes al robus­
tecimiento del Estado en su capacidad 
para afrontar con eficacia los diversos 
agentes de la violencia -guerrilla, nar­
cotráfico, delincuencia, terrorismo- y fe­
nómenos delincuencia/es como el se­
cuestro y la extorsión"), "se convierte en 
prioritaria eQ la segunda. 

El problema conceptual 

Parecería que una de las bases de 
esta reiteración responde a la heteroge­
neidad conceptual que maneja el Go­
biemo respecto de la noción de seguri­
dad. De hecho, mientras en un pasaje, 
la Segunda Estrategia define la seguri­
dad ciudadana como " ... un ámbito de 
bienestar donde priman la resolución 
pacífica de conflictos y una amplia in­
teracción entre las autoridades y la co­
munidad" (p.ll.), en otro sostiene que: 

7. Presidencia de la República, Seguridad para la Gente. Segunda Fase de la Estrategia Nacional 

Contra la VIolencia, octubre de 1993, p. 11. En adelante será citada como 11 Estrategia. 
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"Actualmente el narcotráfico, la gue­
rrilla y las distintas formas de justicia 
privada constituyen retos para la segu­
ridad nacional debido no tanto a su ca­
pacidad desestabilizadora. sino a la 
amenaza que representan contra la vida, 
el trabajo, la familia y el porvenir del 
ciudadano común 8• 

El problema radica en que la prime­
ra noción define la seguridad como la 

capacidad de solución pacífica de con­
flictos en un ámbito de bienestar,lo que 

implica involucrar a los ciudadanos en 
ella mientras que la segunda la localiza 
en enemigos concretos cuya acción ame­
naza prioritariamente al Estado y a sus 
instituciones, y sólo en segundo térmi­

no al ciudadano común. Es decir, jue­
gan en el documento dos nociones de 
seguridad cuyas implicaciones para la 
construcción de políticas son bien dife­
rentes. En el primer caso el problema es 
el orden público propiamente militar, 
entendido a partir de la función que la 
Constitución le asigna a las Fuerzas Mi­
litares, cuya finalidad primordial es "la 
defensa de la soberanía, la independen­
cia, la integridad del territorio nacio­
nal y del orden constitucional" (Art. 
217). En el segundo se trata del llamado 

orden público policial, y que correspon-

da más a la función asignada a la Poli­

cía, o sea el "mantemiento de las condi­
ciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas, y 
para asegurar que los habitantes de 
Colombia vivan en paz" (Art. 218). 

Quizás la confusión conceptual ema­
na de un principio teórico más global, 
cual es la identificación del Estado y la 
sociedad, de modo que los enemigos del 

primero también lo son de la segunda. 

En efecto, el primer capítulo revelado­
ramente se titula "La seguridad del Es­
tado es también la seguridad de la gen­
te". De allí se infiere que los principales 
enemigos de la ciudadanía sean la gue­
rrilla, el narcotráfico y la justicia priva­

da. 

El documento, más aún, establece 
unos límites en los cuales la sociedad se 

confunde, más que con el Estado, con el 
régimen político. Pretender el cambio de 
éste es colocarse por fuera de aquella 
-la sociedad es lo político, y lo políti­
co es lo definido por el régimen-. Es 
preferible pensar que se trata de un in­
fortunado lapsus calami, porque de otra 
mru1era el sentido totalitario de la frase 

quita esperru1zas a los procesos de de­

mocratización y pacificación enunciados 

por el mismo gobiemo 9• 

8. A su turno la Comisión Consultiva para la Reforma de la Policía Nacional definió la Seguridad 
Pública (sic) como "aquella situación de hecho en la cual todas las manifestaciones legítimas de la 
vida social transcurren exentas de daño y amparadas contra los riesgos previsibles". Revista J<'uerzas 

ArmadW�, Año XXXI N" 406, mayo-junio de 1993, separata especial "Reorganización, modernización 
y actualización de la Policía Nacional". p.4. 
9. Una ilustración de este problema se encuentra en la p. 31, en la cual. al enunciar la reforma del 
Código Nacional de Policía. se adjudica a las autoridades de policía "la tarea de educación, conducción 
y desarrollo de la comunidad". Es decir, ya no son los filósofos de Platón, ni los legisladores- de santo 
Tomás, ni los científicos de Comte, quienes asumen las tareas de educación y conducción de la comunidad. 
Ahora son, para el gobierno colombiano, las autoridades de policía. Es· de desear que se trate de otro 
lapsus calami 

108 



Problemas de situación, problemas de 
teoría? 

El contexto político en el que surge 
la Segunda Estrategia puede explicar 
parcialmente el excesivo énfasis antisub­
versivo del documento. Las escaladas 
guerrilleras y el proceso de penetración 
y control sobre aparatos estatales loca­
les y la relativa eficiencia de su estrate­
gia político-militar, han ido conducien­
do al gobierno a un cambio consistente 
en buscar la degradación y derrota polí­
tica del enemigo. Es decir, el gobierno 
también combina todas las formas de 
lucha. 

Y respecto del narcotráfico, el giro 
que parte de este asumió, una vez que 
se transformó en narcoterrorismo, y que 
se centró en el combate contra institu­
ciones estatales, lo ''politizó" de modo 
tal que el combatirlo se convirtió en una 
verdadera razón de supervivencia del 
Estado, más que en una fuente de ame­
naza ciudadana. En este sentido el énfa­
sis en esta dimensión de la violencia e 
inseguridad es justificado. Sin embargo, 
ya en la Primera Estrategia se habían 
diseñado las políticas respectivas, y re­
cibían toda la importancia que merecen. 
El problema nuevo, y que la Segunda 
Estrategia no resuelve, realmente, es pa­
sar de una estrategia de defensa de las 
instituciones a otra de defensa de los 
ciudadanos. 

Por ello, a lo largo del documento se 
observa una tensión permanente entre 
los diagnósticos y políticas relativos a 
la seguridad estatal y los relacionados 
con la seguridad ciudadana: 

"El panorama de la violencia y cri­
minalidad en Colombia en los años 90 
es bien distinto del que se vivió en la 
década pasada. Hoy la situación ha 
cambiado con respecto de lo que existfa 
cuando se inició el Gobierno del Presi­
dente César Gaviria. Lo que antes eran 
grandes organizaciones criminales o 
subversivas, que orientaban principal­
mente su acción contra las instituciones 
y el orden establecido, hoy se han con­
vertido en un problema de seguridad 
para· los colombianos, para sus fami­
lias, su trabajo y su bienestar" (p.13). 

Pero más adelante: 
"Es claro que una parte del elevado 

nivel de homicidios es responsabilidad 
de las acciones de la guerrilla, el nar­
cotrdftco, los llamados grupos de justi­
cia privada y otras formas delincuen­
cia/es. Sin embargo, cuando se analiza 
el problema, se encuentra que la mayo­
rfa de los homicidios (cerca del 80%) 
hacen parte de una violencia cotidiana 
entre ciudadanos, no directameme rela­
cionada con organizaciones criminales" 
(p. 15) 10• 

Como si el segundo texto descono­
ciera al primero, en el rubro de robuste­
cimiento de la fuerza pública se asignan 

10. Valdría la pena recordar que este diagnóstico sobre la violencia que se asocia directamente con la 
seguridad ciudadana había sido recalcado por la Comisión de Estudios de la Violencia en 1987. Cfr. 
Colombia: violencia y democracia, Bogotá, Universidad Nacional, 1987. De hecho, algunas de las 
recomendaciones de ese informe se retoman en la I1 Estrategia. 
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prioridades a las Fuenas Militares, en 
consonancia con el P.Q.F.P., a pesar de 
que uno de los mayores esfuerzos esta­
tales respecto de la protección y defen­
sa del ciudadano recaen sobre el forta­
lecinúento de la Policía Nacional: 

" ... el gasto en fuerza pública debe­
rá incrementarse del 2,8% del P/8 en 
1993 al4% para los próximos diez aJ1os. 
En este incremento, el mayor impacto 
lo tendrá la nivelación salarial. En el 
futuro, en la medida en que se disminu­
yan los problemas con organizaciones 
guerrilleras, el volumen del gasto debe­
rá cambiar su composición concentrán­
dose en forma progresiva en la ?olida, 
instituciones más directamente relacio­
nada con la guarda de la seguridad ciu­
dadana" (p.30). 

La seguridad para la gente 

Si bien la noción de seguridad ciu­
dadana se asocia más directamente con 
el tema del llamado orden público poli­
cial que con el militar, y a pesar de que 
las condiciones de la acción annada in­
surgente imponen papeles militares a la 
policía, en particular en algunas regio­
nes del país, también es cierto que una 
política de seguridad no puede agotarse 
en el tema policial. 

Una perspectiva más global tendría 
que dar prioridad, más que a las relacio­
nes del ciudadano con las amenazas po­
tenciales de la insurgencia armada y con 
la delincuencia llamada común, a los tra­
tamientos a las fuentes de inseguridad 

localizadas en las condiciones de la re­
producción social, o sea el conjunto de 
medidas destinadas a proteger a la po­
blación más vulnerable de las amenazas 
planteadas por las ausencias o malas con­
diciones de equidad, justicia, libertad, 
democracia, tolerancia y habitabilidad 
(vivienda, transporte, recreación y cul­
tura, empleo). Es decir, a la preocupa­
ción por la construcción de un orden 
social en el que los parámetros del bie­
nestar y por ende de seguridad, y los 
espacios sociales de garantía al acceso 
del bienestar prometido por el sistema, 
sean los criterios rectores de la activi­
dad del Estado. Y esto porque en algu­
nos espectros de las relaciones sociales 
de los ciudadanos, y de éstos con el Es­
tado y el ·régimen político se anidan 
fuentes de conflictos ciudadanos que, 
justamente por carencias de éste en sus 
responsabilidades, con la garantía de la 
reproducción de la vida colectiva, deri­
van en situaciones de violencia. Así lo 
reconoció la Comisión de Estudios de 
la violencia cuando afinnó que "mucho 
más que las del monte, las violencias 

,I ( 
que nos están matando son las de la 
calle" 11• 

Es claro que por tratarse de una es­
trategia de políticas, no se puede espe­
rar que el documento se detenga en aná­
lisis y planteamientos teóricos destina­
dos a fundamentar la tesis de la amena­
za de las clases peligrosas, más allá de 
la constatación empírica de cifras relati­
vas a la magnitud de la delincuencia y 
su distribución en el territorio nacional 

1 1. Colmnhla: violencia y democracia . . . , op. cit., p. lB. 
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(pp. 13., ss). Sin embargo, llama la aten­
ción el no reconocimiento de que en la 
base de esas amenazas se incuben pro­
blemas reales de las calidades de las re­
laciones sociales. De hecho, en la base 
de delincuencia presumiblemente hay 
fuertes componentes de desafección con 
un orden social que no ha logrado crear 
las condiciones para que una mayoría 
de la ciudadanía acceda satisfactoria­
mente a las promesas del sistema. Y res­
pecto de la rebeldía política es un truís­
mo decir que los insurgentes encuentran 
claramente insuficientes las promesas y 
ofertas de democratización, apertura 
política y refonnas sociales que se les 
presentan como alternativas a la lucha 
armada. 

Los niveles generalizados de insatis­
facción y desafección social y/o política 
revelan la profunda fragmentación que 
caracteriza a nuestra estructura social. 
En el contexto de un acelerado proceso 
de cambio social, a las disparidades de 
la distribución de bienes, servicios y 
oportunidades se agrega el creciente pro­
ceso de atomización de comunidades y 
fonnas de asociación tradicionales, sin 
que aparezcan, por parte del Estado, las 
políticas explícitas destinadas a cerrar 
las brechas así abiertas. Aunque cierta­
mente no se trata de Wl retomo a un 
supuestamente idílico pasado agropas­
toril, sí se echa de menos en la gestión 
estatal la ausencia de propuestas desti­
nadas a superar la fragmentación y a 
construir nuevos espacios de relaciones 
sociales en los que la población pueda 
encontrar fuentes de seguridad. 

Algún reconocimiento merecen es­
tas dimensiones en la segunda Estrate­
gia, especialmente respecto de la nece­
sidad de incrementar la participación 
ciudadana: 

"Dentro del espfritu de democracia 
participativa que garantiza la Constitu­
ción, la comunidad estd llamada a ju­
gar un papel activo como componellte 
indispensable de esa polftica. La convi­
vencia pacifica sólo es posible en la me­
dida en que haya voluntad y responsa­
bilidad de cada ciudadano frente a la 
seguridad de la misma comunidad. Para 
ello se desarrollardn e impulsardn tan­
to mecanismos que permitan una mayor 
participación, cooperación y organiza­
ción de la comunidad en torno a los 
problemas que afectan su seguridad, 
como iniciativas para estrechar las re­
laciones con las autoridades y planes 
concretos de prevención y educación cf­
vica" (p.23). 

Las políticas prioritarias en este cam­
po son dos: el planeamiento preventivo 
de la seguridad, y una mayor capacidad 
del Estado para prevenir y sancionar el 
delito, que incluye la lucha contra la im­
punidad y el sometimiento a la justicia, 
una administración de justicia más efi­
caz, una nueva política y profesionali­
zación de las Fuerzas Militares, la mo­
dernización y tecnificación de la inteli­
gencia, el mejoramiento de la ilúornta­
ción y estadística criminal, un sistema 
de tratamiento de contravenciones y con­
ciliación y una reiteración de la oferta 
de diálogo con los grupos insurrectos. 
Sin embargo, estas fonnulaciones se 
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contrastan con otras en las que, de nue­
vo, el tema de la fuerza pública y su 
fortalecimiento ocupa un lugar priorita­
rio: 

"Esta polttica (de seguridad ciuda­
dana y convivencia pac(fica) se funda­
menta en la aplicación armónica de dos 
criterios: primero, la consolidación de 
los esfuerzos de robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública: segundo, 
la profundización en el enfoque preven­
tivo y de planeamiento de la seguridad 
con el liderazgo del Gobierno nacional, 
los gobernadores y los alcaldes" (p.23). 

En síntesis, ante el reconocinúento 
de exigencias de gestiones más decidi­
das en el ámbito de lo social, se recae 
continuamente en la idea de que las au­
toridades armadas del Estado deben 
ejercer una tutoría permanente sobre los 
ciudadanos y que ellas constituyen el 
pivote a partir del cual se provee a éstos 
de seguridad. 

El conjunto de este tipo de orienta­
ción se revela además en las diferencias 
en los niveles de detalle con que se for­
mulan políticas, planes y programas para 
la fuerza pública y la vaguedad de las 
contrapartes en las gestiones sociales. Al 
lado de la precisión con que se precisan 
y cuantifican los rubros de fortalecimien­
to de la fuerza pública, aparecen a lo 
largo de las propuestas de acción en lo 
social frases como "se promoverán pla­
nes y programas, se buscará el decidido 
apoyo del sector privado", "se fortale­
cerá el derecho de familia" ... Los planes 
y programas concretos, y las respecti­
vas responsabilidades quedan en un in­
quietante nivel de vaguedad. En este 

sentido poco se avanzó en relación con 
,la Primera Estrategia. 

La política de paz 

El principio teórico que iguala Esta­
do y sociedad se traduce también en el 
esfuerzo sistemático de combinar la 
oferta de reinserción y garantías a las 
guerrillas con la reducción de estas a la 
condición de delincuentes comunes.Y 
ello por qué: 

"Los lfmites entre el narcotráfico, 
la guerrilla y la delincuencia común se 
han ido desdibujando. Estos grupos 
comparten cada vez más procedimien­
tos de acción y actúan de manera man­
comunada en ciertas zonas del territo­
rio nacional. Hoy las organizaciones del 
narcotráfico no cuentan con el mismo 
grado de articulación. La guerrilla a su 
turno, ha venido experimentando un pro­
ceso de degradación, desarticulación y 
de pérdida de espacios políticos y res­
paldo popular" (pp. 9-10). 

La actitud frente a ella se repite sis­
temáticamente a lo largo del texto: 

"Los resultados de esta política, 
complementada y reforzada con los de­
cretos de Conmoción Interior encami­
nados a dotar a la justicia y a la FP de 
mejores herramientas para combatir las 
organizaciones criminales, muestran 
avances evidentes frente a los grandes 
factores perturbadores de la paz nacio­
nal y la tranquilidad ciudadana"; p.9 
.. .la guerrilla amenaza la vida, el traba­
jo, la frunilia y el porvenir del ciudada­
no común; p.IO " ... las FARC no sólo 
incentivan cultivos ilícitos, sino ade-
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mds promueven, protegen o controlan 
el procesamiento de sustancias psico­
trópicas ... El actual auge en el cultivo 
de amapola y el reciente resurgimiento 
de la marihuana son, en parte, el resul­
tado de las formas de financiamiento 
adoptados por los frentes guerrille­
ros ... "; (p.20) " ... debido a la mala ima­
gen que causa la práctica del secuestro, 
algunos frentes guerrilleros han optado 
por subcontratar la primera fase de los 
plagios .. .  " "La subversión también ha 
adquirido procedimientos tfpicos de la 
delincuencia común ... ": (p.21). "La 
meta del Gobierno es neutralizar la ame­
naza armada que las organizaciones 
guerrilleras constituyen para la pobla­
ción"; ( 35 ). "Frente a las campm1as de 
desinformación e intimidación de la 
guerrilla, r1l Gobierno difundirá ele­
mentos veraces que permitan la apre­
ciación objeiiva de la realidad nacional 
y de los fundamentos de la poUtica del 
Estado"; (p. 36). 

Se trata así de una reiteración de la 
actitud gubernamental de buscar argu­
mentos tendientes a degradar a las orga­
nizaciones guerrilleras y a negarles su 
carácter de rebeldes políticos. Sin duda, 
alguna de las aseveraciones del docu­
mento son ciertas, y en su actividad bé­
lica estas organizaciones han cometido 
con insólita frecuencia violaciones del 
Derecho Internacional Humanitario, y 
han actuado desconociendo elementa­
les principios democráticos. Más aún, el 
carácter prolongado de la lucha armada 
guerrillera crea un conjunto de condi­
ciones que permite que en tomo de la 
actividad proselitista armada se come-

tan tropelías con la población civil, pero 
ello no le quita el carácter político de la 
lucha, y de los métodos utilizados por 
la guerrilla no se puede deducir su trans­
.formación en delincuencia común. 

De otra parte, el esfuerzo de presen­
tar a la subversión como un enemigo de 
la sociedad no sólo desplaza el proble­
ma político real, sino que hace innece­
sariamente más difíciles eventuales pro­
cesos de negociación. Una continuación 
de esta pretensión de convertir a las or­
ganizaciones guerrilleras en delincuen­
tes comunes, puede construir una situa­
ción en la que sea un imposible no sólo 
político, sino moral, cualquier entendi­
miento. 

De hecho, la política de paz contem­
plada en el documentos es congruente 
con lo expuesto arriba: 

"En cuanto a la solución po/(tica del 
problema guerrillero, el Gobierno man­
tiene abierta las puertas de la negocia­
ción para aquellos grupos que demues­
tren, en /os heó vS, voluntad sincera de 
paz y reincorporación a la vida civil. 
Pero de ninguna manera, el Gobierno 
permitirá que, como ha sucedido tantas 
veces en el pasado, que la guerrilla uti­
lice este procedimiento para otros pro­
pósitos. De manera complementaria, se 
ampliarán y diset1arán nuevos mecanis­
mos para facilitar la desvinculación de 
estas organizaciones, de manera que 
quienes deseen dejar la lucha armada 
cuentan con garant(as suficientes para 
reintegrarse a la vida civil " (p. l2). 

"En Colombia, la guerrilla que de­
muestra con hechos su voluntad de paz. 
a partir de lo cual llegue a acuerdos 
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que conduzcan a la dejaci6n de las ar­
mas, serd beneficiada con planes de 
reinserci6n que contemplen garantías 
jurídicas, sociales y políticas, así como 
de seguridad, para facilitar su incor­
poraci6n a la sociedad" (p.33). 

Es decir, los temas propios de la ne­
gociación serían limitados a los proce­
sos de reinserción y garantías, porque la 
guerrilla está por fuera no sólo de la 
vida civil, sino de la sociedad misma. 

Como ejemplo habría que comprar 
estos principios con lo expuesto al res­
pecto en la Primera Estrategia: 

"Una verdadera política de paz in­
corpora en su definici6n, ademds del 
didlogo con la guerrilla como recurso 
para la terminaci6n definitiva de la 
conjrontaci6n armada, acciones espe­
cíficas y permanentes en los campos 
social, econ6mico, político, jurídico y 
por supuesto militar, lideradas por el 
Gobierno en su cardcter de represen­
tante genuino de los colombianos, pero 
en cuya ejecuci6n deben comprometer­
se todos los sectores sociales, como 
prenda de garantía para obtener resul­
tados tangibles que beneficien al con­
junto de la sociedad" (p.25). 

Los derechos humanos 

Mientras en la Primera Estrategia el 
tema aparece como una prioridad del 
gobierno, en la segunda, la importancia 
del tema es evidentemente menor, y el 
documento se limita a ratificar algunos 
de los puntos de la anterior. Se desta­
can la participación ciudadana en asun­
tos de policía, principio ya establecido 

previamente en la ley de reforma a la 
Policía Nacional ; la creación de comi­
tés de coordinación entre las Conseje­
rías de Derechos Humanos y Seguridad 
y las instituciones de control del Esta­
do (Fiscalía, Procuraduría y Defensoría 
del Pueblo); el estímulo a programas do­
centes; la creación de mecanismos de 
identificación de víctimas de honúcidios, 
de apoyo a víctimas de la violencia. 
Nada se dice sobre la intención guber­
namental de presentar al parlamento el 
Protocolo II de Ginebra o un proyecto 
sobre el delito de desaparición forzosa 
para su conversión en leyes; el impulso 
a reformas en la legislación relativa al 
enjuiciamiento de militares por parte de 
tribunales civiles ; la necesaria elimina­
ción que extiende el fuero de las Fuer­
zas Militares a la Policía Nacional o la 
lucha sistemática contra la impunidad. 
Medidas de esta naturaleza atestigua­
rían sobre una decisión verdaderamente 
radical de respetar y hacer respetar los 
derechos humanos. 

SINTESIS Y CONCLUSIONES 

De lo expuesto se pueden inferir cier­
tos puntos claves en un debate de esta 
naturaleza y unas líneas que insinúan 
una posible política de seguridad ciuda­
dana. En primer lugar, es claro que el 
gobierno de César Gaviria realizó un no­
table esfuerzo para diseñar una política 
de seguridad ciudadana, y de que algu­
nas de sus líneas apuntaron en tal direc­
ción. Sin embargo, también lo es que 
esos propósitos se quedaron cortos en 
lo que respecta a la protección de los 
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ciudadanos, no sólo por la precariedad 
de las medidas propuestas, sino porque 
éstas se encontraban claramente subor­
dinadas a los requisitos de defensa del 
Estado y el orden público en su versión 
militar. Cuando el gobierno plantea que 
'1a seguridad del Estado es la seguridad 
de la gente", está subsumiendo la de­
fensa de los ciudadanos a la del anda­
miaje del primero. De allí que las prin­
cipales políticas vayan dirigidas a dar 
prioridad a esta dimensión. 

Es claro también que para el gobier­
no el problema de la seguridad se con­
centra en la protección de ciudadanos 
indefensos contra las amenazas de las 
"clases peligrosas": la delincuencia, la 
subversión y los grupos de justicia pri­
vada. Las propuestas dirigidas a crear 
mecanismos para confrontar tales ame­
nazas hacen un excesivo énfasis en el 
fortalecimiento de la fuerza pública y, 
dentro de ella, las Fuerzas Militares re­
ciben la mayor atención. 

Los mecanismos destinados a inci­
dir sobre el conjunto de conflictos so­
ciales que no involucran a clases peli­
grosas y que se incuban en la calidad de 

las relaciones sociales, en particular en 
lo que respecta a la precariedad de la 
democracia, la equidad, la justicia, la li­
bertad, la tolerancia y las condiciones 
de habitabilidad (vivienda, transporte, 
recreación, cultura y empleo), y que 
constituyen las claves de una política 
integral de seguridad ciudadana, no sólo 
no merece la debida atención, sino que 
cuando se mencionan, son dejados en 
un limbo de imprecisiones respecto de 
los planes, programas e instituciones res­
ponsables de activarlos. No parece aven­
turado pe"'sar que el tema de la seguri­
dad ciudadana va a adquirir una creciente 
importancia y que se va a colocar en un 
importante lugar en la agenda de la po­
lítica y las preocupaciones sociales en 
esta década. En este sentido el avance 
realizado hasta al1ora puede ser un buen 
pWlto de partida, aWtque si el tema no se 
confronta con una política más integral, 
que contemple las condiciones concretas 
de reproducción de la vida social, los co­
lombianos corremos el riesgo de temu­
nar por convencemos de los problemas 
de seguridad ciudadana se arreglan dan­
do cuenta de las clases peligrosas. 
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